
 
7.1.2. PROYECTO DE LEY DE MEJORA DE LAS CONDICIONES PARA EL 

DESEMPEÑO DE LA DOCENCIA Y LA ENSEÑANZA EN EL ÁMBITO DE LA 
EDUCACIÓN NO UNIVERSITARIA. SE TRAMITA POR EL PROCEDIMIENTO 
DE URGENCIA. 
COMISIÓN: EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL 
(Núm. exp. 621/000018) 
 
 El señor presidente da lectura al punto 7.1.2. 
 
 El señor PRESIDENTE: Para la presentación del dictamen tiene la 
palabra la presidenta de la comisión, la senadora Torrado. 
 
 La señora TORRADO DE CASTRO: Gracias, señor presidente. 
 Buenas tardes, señorías. Quiero agradecer muy especialmente a todos 
los miembros de la Comisión de Educación y Formación Profesional que me 
designaran para presentar ante la Cámara este proyecto de ley de mejora de 
las condiciones para el desempeño de la docencia y la enseñanza en el ámbito 
de la educación no universitaria. 
 El proyecto de ley que se somete en este acto a la consideración del 
Pleno del Senado, y que se tramita por el procedimiento de urgencia, tuvo su 
entrada en esta Cámara el 18 de enero de 2019, fecha de su publicación en el 
Boletín Oficial de las Cortes Generales. El plazo de presentación de propuestas 
de veto y enmiendas terminó el 25 de enero de 2019. Durante dicho plazo se 
presentaron dieciocho enmiendas cuya distribución fue la siguiente: dos 
enmiendas de los senadores Mulet García y Navarrete Pla; diez de los 
senadores Alegre Buxeda, Crisol Lafront, Marcos Arias y de la senadora 
Roldán Suárez, todos ellos del Grupo Parlamentario Mixto; una enmienda de 
los senadores Bagué Roura y Cleries i González, del Grupo Parlamentario 
Nacionalista Partit Demòcrata-Agrupación Herreña Independiente-Coalición 
Canaria; dos enmiendas del Grupo Parlamentario Unidos Podemos−En Comú 
Podem−En Marea, y tres enmiendas del Grupo Parlamentario Popular en el 
Senado. 
  La ponencia ha estado integrada por don José Ramón Arrieta Arrieta, 
doña Mireia Cortès Gès, don Luis Crisol Lafront, don José Fernández Blanco, 
doña Ana María González García, doña María Eugenia Iparragirre Bemposta, 
doña María Montserrat Martínez González, don Francisco Menacho Villalba y 
don Pablo Rodríguez Cejas. 
 La ponencia, tras reunirse el día 29 de enero, emitió su informe, 
introduciendo modificaciones en el texto remitido por el Congreso de los 
Diputados.  
 La comisión se reunió para dictaminar el día 30 de enero, y emitió 
dictamen de conformidad con el texto propuesto por la ponencia en su informe. 
 A este dictamen los enmendantes citados al comienzo de esta 
presentación han formulado cinco votos particulares. 
 Muchísimas gracias por su atención. (Aplausos).  
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senadora Torrado. 
 La Junta de Portavoces, en su reunión de 5 de febrero de 2019, ha 
acordado suprimir el debate de totalidad de este proyecto de ley y realizar un 



turno de portavoces en el debate de las enmiendas de ocho minutos para cada 
grupo y de diez minutos para el Grupo Parlamentario Mixto. 
 Pasamos, por tanto, al debate de las enmiendas. 
 Enmiendas 1 y 2 presentadas por los senadores Mulet y Navarrete. 
 Para su defensa tiene la palabra el senador Navarrete. 
 
 El señor NAVARRETE PLA: Gracias, presidente. 
 Compromís ha presentado, como se ha dicho, dos enmiendas, ambas 
de modificación de los puntos primero y segundo del artículo único de este 
proyecto de ley. La primera pide que la ratio máxima de alumnos por clase –y 
remarco, máxima− para el curso 2020−2021 sea de 25 alumnos en primaria y 
de 30 en secundaria, y que evolucione hasta los 20 en primaria y los 25 en 
secundaria para el curso 2024−2025. La segunda pide no superar, bajo ningún 
concepto, las veintitrés horas lectivas semanales para los profesores de infantil, 
primaria y educación especial ni las dieciocho horas lectivas semanales para 
los profesores del resto de enseñanzas.  
 La educación universal nos iguala en derechos, y lo saben. Por eso 
algunos aplican sus conceptos neoliberales en la política y actúan para eliminar 
esa igualdad. El Real Decreto 14/2012 ha sido la principal herramienta que han 
utilizado los gobiernos del Partido Popular para recortar en inversión educativa, 
pero no solo eso, ha servido para blindar un modelo educativo clasista y 
segregador. Por tanto, venimos de una etapa marcada por recortes ideológicos 
del Partido Popular y por un ataque generalizado a la educación pública. El 
Real Decreto 14/2012 ha trastocado todos los elementos centrales que 
determinan la equidad y la calidad del sistema educativo, desde las 
condiciones laborales de los maestros a las medidas de atención al alumnado 
que más lo necesita, el alumnado vulnerable.  
 Por todo ello, la derogación del real decreto era una cuestión urgente, 
tan urgente que pensamos que debería haberse derogado ya, que podía 
haberse hecho en verano vía real decreto. Pero no lo hicimos y, por lo tanto, no 
pudimos aplicarlo en este curso, que empezó entonces. Todos ustedes saben 
que Compromís ha sido de los grupos que desde el minuto cero ha pedido esa 
derogación. En cualquier caso, más vale tarde que nunca. Nos traen un 
proyecto de ley que es bueno, que tenía amplios consensos, pero en 
Compromís creemos que se puede mejorar y, por tanto, hemos presentado, 
para aportar mejoras, esas dos enmiendas.  
 En ese sentido van las enmiendas, como he dicho, y espero que el resto 
de grupos parlamentarios tengan a bien ahora, ya que en la Comisión de 
Educación no pudo ser, su inclusión en este proyecto de ley.  
 Gracias, señor presidente. 
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senador Navarrete.  
 Para la defensa de las enmiendas 4 a 13, presentadas por los senadores 
Alegre, Crisol y Marcos y la senadora Roldán, tiene la palabra el senador 
Crisol.  
 
 El señor CRISOL LAFRONT: Gracias, presidente. 
 Señorías, recibimos del Congreso un proyecto de ley que va a entrar en 
la historia de esta Cámara por su pomposidad. Se lo leo textualmente: Proyecto 
de Ley de mejora de las condiciones para el desempeño de la docencia y la 



enseñanza en el ámbito de la educación no universitaria. Cualquier persona 
que esté en el mundo parlamentario entenderá, cuando lea esto, que va a tratar 
de modernizar las circunstancias y contextos en los que maestros y profesores 
ejercen su trabajo. Cualquier español de buena fe lo mismo se piensa que con 
este proyecto el Gobierno socialista había hecho propósito de enmienda, o que 
el Gobierno había decidido traer a este debate cómo mejorar el tema de la 
formación docente, desempolvando, por ejemplo, el proyecto educativo de 
Rubalcaba que presentó don Ángel Gabilondo. Lo mismo este español de 
buena fe podía pensar que el Gobierno del PSOE podría traer un proyecto de 
ley para la mejora de la formación continua o de la carrera profesional, que es 
lo que de verdad piden los maestros y profesores; o que el presidente Sánchez 
se había arrepentido de haberse levantado del pacto educativo y por fin iba a 
hacer lo que demanda, desde hace muchos años, la comunidad educativa. 
Pero no, no trae nada de eso, absolutamente nada.  
 Lo que nos proponen con esta ley con nombre tan pomposo es pura y 
llanamente una derogación, una propuesta de fuegos artificiales como nos 
tienes acostumbrados el Gobierno del PSOE. Podrían haber puesto derogación 
y punto. En concreto, la derogación de los artículos 2, 3 y 4 del Título I del Real 
Decreto 14/2012. Es verdad que se necesita una estabilidad jurídica para 
cuestiones normativas, que es en lo único en lo que coincidimos con su 
proyecto.  
 En lo que se refiere al artículo 2, que elevaba las ratios en los 
Presupuestos Generales del Estado de 2016, 2017 y 2018, que negociamos 
nosotros con el Partido Popular, ya se contempló la revisión de las tasas de 
reposición y la reposición del cien por cien en el acceso a los cuerpos 
docentes. Por tanto, este recorte que estaba en el decreto, ya estaba 
derogado. Otra cuestión es que ustedes, en las comunidades autónomas 
donde han gobernado o donde han dejado gobernar a sus socios nacionalistas, 
no gestionen adecuadamente y no lo hayan aplicado en la práctica.  
 El artículo 3, que regula las horas lectivas de los docentes, ya ha sido 
anulado prácticamente en su totalidad por todas las administraciones 
educativas. Aparte de Ceuta y Melilla, dígame una sola comunidad en la que 
siga vigente.  
 El artículo 4, que se refiere a la sustitución de profesores interinos en 
centros públicos, ya había sido rectificado en los presupuestos de 2016. Y si no 
se cumple, es por lo mismo, por la mala gestión que hacen ustedes o parte de 
sus socios. 
 Señores del Gobierno, nosotros apoyamos la modificación de los 
artículos para dar garantía jurídica y estabilidad normativa. Pero hay una 
diferencia sustancial entre ustedes y nosotros, y es que nosotros no nos 
conformamos con que los docentes tengan las condiciones de 2006, sino que 
hay que mejorarlas. 
 Señorías, hemos presentado enmiendas que son constructivas y que 
todos los grupos podrían votar. Con nuestras enmiendas queremos conseguir 
una garantía de igualdad en las condiciones de docencia y de aprendizaje de 
todos los niños de este país. Las enmiendas que les traemos no las hemos 
hecho nosotros en nuestro despacho. Estas enmiendas las hemos negociado 
con los sindicatos. Es lo que piden los sindicatos. 
 Solo les pido, señorías, que las consideren y que las apoyen, porque van 
a mejorar, de verdad, la docencia y la enseñanza en España. 



 Muchas gracias. 
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senador Crisol. 
 La enmienda número 3 es de los senadores Bagué y Cleries, del Grupo 
Parlamentario Nacionalista.  
 Para su defensa, tiene la palabra el senador Bagué. 
 
 El señor BAGUÉ ROURA: Intervendré muy rápidamente, señor 
presidente. 
 Buenas tardes. El motivo por el que presentamos la enmienda, en 
concreto la número 3, que ahora nos leía el presidente, es que en su día el PP 
introdujo unilateralmente una disposición en la LOMCE, y recientemente el 
Tribunal Constitucional ha declarado inconstitucional la mayor parte de esta 
legislación, la famosa casilla del ministro Wert y ciertos apaños que introdujo 
unilateralmente −ustedes recordarán que aprobó la LOMCE en absoluta 
soledad−. Y, a nuestro entender, como al de la gran mayoría de las fuerzas 
políticas del Parlament de Catalunya, esta disposición pervertía y pervierte el 
proceso de aprendizaje de las lenguas oficiales que ya venía perfectamente 
definido en la legislación anterior, en la LOE.  
 Pero, además, queremos aprovechar la ocasión para recordar que la 
Unesco, cuando habla de inmersión lingüística, por ejemplo, habla de 
inmersión lingüística en la lengua materna en casos de lenguas minoritarias. 
No sé qué problema tienen con las lenguas algunas fuerzas políticas, porque el 
grupo de expertos de la Comisión Europea y del Consejo de Europa elogian el 
modelo catalán de inmersión lingüística, simplemente, para preservar el futuro 
de una lengua que, como define la Constitución, es motivo de riqueza y debería 
ser de especial protección. 
 Por tanto, el motivo de la enmienda es, simplemente, reafirmar esta 
posición. 
 Muchas gracias. 
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senador Bagué. 
 El Grupo Parlamentario Unidos Podemos−En Comú Podem−En Marea 
ha presentado la enmienda número 17. Para su defensa, tiene la palabra la 
senadora Lima. 
 
 La señora LIMA GOZÁLVEZ: Gracias, señor presidente.  
 Señorías, quería explicarles brevemente la enmienda planteándoles dos 
interrogantes para que quede claro lo que queremos y si vamos a aceptar o no 
la moción. ¿Queremos un pueblo educado con dignidad, con espíritu crítico y 
capaz? Si queremos esto, para empezar, tenemos que cuidar a nuestro 
profesorado. Si, por el contrario lo que queremos es un país con un pueblo 
ignorante, ciego y manipulable fácilmente, la respuesta es: fastidiemos a 
nuestro profesorado.  
 Con esta enmienda se busca enseñar a la infancia y a la adolescencia 
cómo pensar y no qué pensar. Es necesario, es muy importante, la adecuación 
del alumnado en el aula y, como segundo elemento, la determinación de las 
horas lectivas semanales del profesorado. Estas dos herramientas, tanto en la 
educación primaria como en la educación secundaria obligatoria, nos permitirán 
equipararnos a los estándares europeos, apostar por la calidad del sistema 



educativo español y, además, luchar contra la segregación escolar. Si 
queremos un modelo educativo tenemos que evitar la segregación escolar.  
 En los países miembros de la OCDE la media de alumnos por aula es de 
21 personas, aunque es cierto que estos números cambian en algunos países, 
por ejemplo en Finlandia o en Suiza, donde los grupos son inferiores a 20 
alumnos. Así se garantiza la calidad.  
 Señorías, para finalizar mi intervención, no podemos olvidar lo que nos 
decía Mandela: La educación es el arma más poderosa que se puede usar 
para cambiar el mundo. Es cierto que nos queda la sensación últimamente de 
que en el Partido Popular no existe voluntad de cambiar nada. Esta es la 
apuesta que tenemos en adelante.  
 Gracias, señor presidente. 
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senadora Lima. 
 El Grupo Parlamentario Socialista ha presentado la vuelta al texto del 
Congreso en lo modificado por la enmienda 16 del Grupo Parlamentario 
Popular en el Senado.  
 Para su defensa, tiene la palabra el senador Fernández. 
 
 El señor FERNÁNDEZ BLANCO: Buenas tardes. 
 Utilizo este turno para defender la vuelta al texto del Congreso en lo 
modificado por la enmienda número 16 del Grupo Popular. Señorías, además 
creo que son argumentos absolutamente incontestables, puesto que solo voy a 
hablar de sentencias del Tribunal Constitucional. Me voy a referir 
fundamentalmente a la 26/2016, que declaró conforme al orden de distribución 
competencial los artículos tercero y cuarto del real decreto 14/2012, por lo que 
el Estado puede modificar su contenido. Del mismo modo se estima que el 
Estado podría, sobre la base de sus competencias, establecer al menos una 
serie de parámetros para determinar el concepto y alcance de la hora lectiva, 
dejando margen de desarrollo para las comunidades autónomas.  
 Señoría, creo que se entiende fácil. Fijarlas hasta el punto que ustedes 
proponen en la primera parte de su enmienda número 16 condicionaría la 
capacidad de autogobierno, la capacidad de organización de las comunidades 
autónomas en varias cuestiones, pero sobre todo en lo que se refiere a 
recursos humanos. Además, señorías, las administraciones autonómicas se 
hallan habilitadas para el ejercicio de sus competencias de desarrollo y 
ejecución en materia de educación por sus estatutos de autonomía, y no puede 
una ley estatal –repito, no puede- establecer la obligación de proceder a dicho 
desarrollo. Es doctrina reiterada del Tribunal Constitucional que la atribución de 
competencias solo puede llevarse a cabo por la Constitución y por los estatutos 
de autonomía, y no por otras leyes, salvo cuando estas leyes, la Constitución o 
los estatutos de autonomía, nos remitan a estas. Por lo tanto, vuelvo a insistir 
en que establecer un mínimo común condicionaría la autonomía de las 
administraciones educativas e interferiría en sus propias decisiones.  
 El segundo párrafo sobre los centros docentes sostenidos con fondos 
públicos es de estas cosas que vulgarmente se dicen: como paso por ahí, voy 
a ver si cuela. Primero, no tiene nada que ver ni encaja con lo tratado en esta 
ley. Segundo, la organización del trabajo de los profesionales de la enseñanza 
concertada se negocia en convenio colectivo con las asociaciones 
empresariales correspondientes. Y tercero, el último convenio colectivo 



negociado con las empresas de enseñanza privada tiene vigencia hasta el 31 
de diciembre de 2019. Luego también es muy fácil deducir qué Gobierno firmó 
este convenio. Luego es evidente que no tiene cabida en esta ley. 
 Por lo tanto, pedimos en este turno la vuelta al texto del Congreso en lo 
modificado por la enmienda número 16 del Partido Popular. 
 Muchas gracias. (Aplausos).  
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senador Fernández. 
 ¿Turno en contra? (Pausa).  
 Tiene la palabra la senadora González. 
 
 La señora GONZÁLEZ GARCÍA: Muchas gracias, señor presidente. 
 El Grupo Popular no va a aceptar ninguna de las enmiendas y vamos a 
votar en contra por diferentes motivos. Primero, porque apostamos por un 
sistema educativo vertebrador y que respete las competencias, señorías del 
Grupo Socialista. Ustedes, según viene el aire, opinan y hablan de una manera 
o de otra. No es incompatible que a nivel estatal se establezca. Lo hemos 
reiterado una y otra vez, y así nos lo están pidiendo los docentes: que 
independientemente de la comunidad autónoma donde trabajen tengan los 
mismos horarios y las mismas condiciones. El Partido Popular siempre apuesta 
y apostará por un sistema educativo vertebrador.  
 Señoría de Podemos, en nuestra comunidad autónoma, Castilla-La 
Mancha, ustedes gobiernan con el Partido Socialista; una comunidad autónoma 
que tiene unos ratios ilegales tras la tasa de reposición de los presupuestos de 
2016. (La senadora Lima Gozálvez señala al Grupo Parlamentario Socialista). 
Las comunidades autónomas no, ustedes, que gobiernan junto con el Partido 
Socialista. No digan aquí una cosa y luego hagan otra, y no echen al Partido 
Popular en cara cuestiones que no nos corresponden. Para lo que les interesa 
son competencias de las comunidades autónomas y para lo que no les interesa 
es culpa del Partido Popular. 
 El Partido Popular apuesta y apostará por el eje vertebrador y el pilar 
más importante, que son los docentes. Creemos que este documento es el 
paripé de los paripés; como muy bien decía el senador de Ciudadanos, fuegos 
artificiales y un nombre, porque este Gobierno bonito lo único que sabe hacer 
son poses.  
 Por supuesto que vamos a votar a favor de la ley porque consideramos 
que con nuestra enmienda se mejora enormemente el texto, pero siento 
decirles que las enmiendas del resto de los grupos no las podemos aceptar.  
 Muchas gracias. (Aplausos).  
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senadora González. 
 Pasamos al turno de portavoces.  
 Por el Grupo Parlamentario Mixto, tiene la palabra el senador Navarrete. 
 
 El señor NAVARRETE PLA: Gracias, señor presidente. 
 Señorías, he leído el Diario de Sesiones de la pasada Comisión de 
Educación donde se trató este proyecto de ley y ya nos decían en ese debate 
que no iban a aceptar nuestras dos enmiendas. El argumento en cierta parte se 
ha vuelto a repetir hoy aquí. El Grupo Socialista nos dijo en la primera de 
nuestras enmiendas: Ya nos gustaría a nosotros; desde luego, es deseable la 



reducción de las ratios; el problema es el aumento de gasto que supondría esa 
medida, que es muy considerable; y esto nos obliga a votar que no. Y siguió 
diciéndonos: Por tanto, sentimos votar en contra de estas dos enmiendas 
porque, evidentemente, nos gustan —la reducción de las ratios es positiva—, 
pero, desde el punto de vista económico, no es realizable.  
 Señores del Grupo Socialista, sí se puede. Ustedes deberían saberlo 
puesto que están gobernando con nosotros en el País Valencià. Lo estamos 
haciendo en el País Valenciá, pregúnteselo al conseller Marzà, reduciendo 
alumnado en las aulas, contratando más profesorado para poder atender a más 
alumnos y la creación de 6000 plazas nuevas. Por tanto, senadores del Grupo 
Socialista, sí se puede.  
 El fatídico Real Decreto 14/2012, que aducía para sus recortes la crisis 
económica, que nadie puede negar, era una muestra más de las doctrinas de 
derechas para un planteamiento neoliberal de recortes ideológicos, para 
estrangular la inversión en educación pública y para blindar un modelo 
educativo que le gustase al Partido Popular y a sus amigos, no al resto de la 
ciudadanía. Pero, señores del Partido Popular, ese concepto de crisis 
económica y de recortes por ese motivo también era falso, porque con el 
mismo sistema de infrafinanciación que tenían ustedes, en la Comunidad 
Autónoma del País Valenciá, con el mismo presupuesto, con eso, redujimos la 
ratio, redujimos los barracones y construimos colegios nuevos. Sí se puede. 
¿Cómo lo hemos hecho? Básicamente, creyendo en la educación pública, de 
calidad, priorizando el gasto, evitando despilfarrar en grandes fastos, como 
otros, y, sobre todo, no metiendo mano en la caja, como otros.  
 Señorías, mismo sistema de financiación, mismo presupuesto, reducción 
de ratios. Mismo sistema de financiación, mismo presupuesto, más maestros, 
más escuelas, menos barracones. Señorías, mismo sistema de 
infrafinanciación, mismo presupuesto, reducción de horas lectivas para los 
maestros. Tomen nota. 
 Para rechazar nuestra enmienda número 2, el Grupo Socialista se 
escudó —y también hoy se ha nombrado aquí— en la sentencia del Tribunal 
Constitucional 26/2016, que declaró que el Estado podía establecer, al menos, 
una serie de parámetros para determinar el concepto y alcance de la hora 
lectiva, dejando al margen para las administraciones autonómicas —insisto, 
dejando al margen para las administraciones autonómicas— el desarrollo de 
ciertos apartados.  
 Senadores del Grupo Socialista, senadores del Grupo Popular, el 
artículo 149 de la Constitución reserva al Estado la regulación de la legislación 
básica sobre determinada materia. Por tanto, lo que puede hacer el Gobierno 
es poner unos criterios generales básicos para todos iguales y, a partir de ahí, 
las comunidades autorregularse.  
 ¿Han leído bien nuestra enmienda? Porque dice: sin superar bajo ningún 
concepto las veintitrés horas y sin superar bajo ningún concepto las dieciocho 
horas; es decir, exactamente un máximo de horas. A partir de ahí, con la 
capacidad de autorregulación de las comunidades autónomas podrán 
reducirlas. Qué problema hay en unas bases mínimas y, a partir de ahí, que las 
comunidades autónomas con su posibilidad de autorregulación puedan hacer. 
Espero que ahora me hayan entendido un poquito mejor, porque a esa 
comisión no pude ir por solaparse con otras.  



 Para ir finalizando, como decía Nelson Mandela, que también se ha 
nombrado aquí hoy, a través de la educación un hijo de un campesino puede 
llegar a ser médico o puede ser presidente de un Gobierno o de una gran 
nación, porque la educación nos iguala, la educación nos permite no repetir 
nuestros errores del pasado, y puede ser la mejor arma para cambiar este 
mundo. Así que permitamos a nuestro profesorado dedicarse a educar, a 
enseñar, a cuestionar y a razonar, y confiemos en el profesorado para 
dignificar, sobre todo, su labor y hagamos que puedan trabajar de manera 
tranquila, pausada y dedicarse a lo más importante: nuestros niños, nuestro 
alumnado.  
 Gracias, señor presidente. 
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senador Navarrete.  
 El senador Crisol no interviene. 
 Por el Grupo Parlamentario Nacionalista Partit Demòcrata-Agrupación 
Herreña Independiente-Coalición Canaria, tiene la palabra el senador Bagué. 
 
 El señor BAGUÉ ROURA: Buenas tardes.  
 Hoy es un buen día porque se inicia el desmantelamiento de una de las 
leyes que, a nuestro criterio, al criterio del Partit Demòcrata, más daño ha 
hecho a la educación de este país. El Gobierno del PSOE conoce nuestra 
posición, como Partit Demòcrata, tanto en el Congreso como en el Senado. El 
PSOE sabe que para el restablecimiento de la legalidad también vamos a 
coincidir. Hay que reconocer que la LOMCE fue y ha sido nociva y dañina en 
cuanto a calidad educativa, ratios, trato a los docentes y un largo etcétera.  
 Hace unas semanas el presidente Sánchez pedía a las fuerzas políticas 
catalanas que trajeran propuestas que reuniesen el apoyo del 75% de la 
población, de los catalanes. Pues bien, cuando con el Partit Demòcrata y con 
muchas otras fuerzas políticas —estábamos nosotros entonces en la 
oposición— el Parlament fue capaz de aprobar la Llei d`Educación de 
Catalunya, lo hizo con una 85% de votos del Parlament. Esto sí estabiliza una 
política educativa, porque no depende de qué Gobierno de turno tenga 
responsabilidades educativas para cambiar, como pasa a nivel español, el 
marco regulatorio de la educación.  
 Pedimos a los grupos mayoritarios que apoyen la enmienda que hemos 
expuesto hace un momento, que propone derogar la disposición adicional 
trigésima octava, que es la que intentó desconfigurar y desmantelar el sistema 
de inmersión lingüística, sistema que ha garantizado -quiero recordarlo- el 
ascensor social y la cohesión social en Cataluña. A algunos les cuesta mucho 
aceptar la realidad y en España, guste o no, existen lenguas propias de cada 
territorio que deben ser respetadas y ser objeto de especial protección, junto 
con el castellano. En resumen, a criterio del Partit Demòcrata, lo que 
representó una gran involución y un ataque sin precedentes fue la LOMCE.  
 La propuesta que se trae para su aprobación hoy no deja de ser un 
apaño, una política de parches para evitar que se perpetúe el desaguisado que 
conllevó la aplicación de la LOMCE y, de momento, para una parte de esta 
aplicación. Quiero insistir en que sin una legislación pactada y consensuada, 
que haga que no se produzcan cambios en la textualidad cada vez que haya un 
cambio de Gobierno, será imposible estabilizar y dar seguridad y proyección a 
cualquier sistema educativo. 



 Esta ley simplemente pretende resolver algunas cuestiones de urgencia, 
cosas básicas y sencillas aunque importantes. El famoso Real Decreto 14/2012 
fue el origen del caos y encima no sirvió ni para ahorrar, que fue el objetivo 
anunciado en su día. Los centros educativos y las autoridades de las 
comunidades autónomas son las que deben tener competencia y autonomía en 
toda la aplicación de la política educativa. En definitiva, los docentes y los 
centros educativos van a poder recuperar algunas de las condiciones en las 
que se encontraban antes del año 2012. Quiero también resaltar que esta 
descentralización y este empoderamiento de los centros educativos es la 
política que se sigue en todos los países avanzados; los países más punteros 
en políticas educativas dan poder a los centros educativos, a los equipos 
directivos y a los profesores para que puedan desarrollarlas, porque son los 
que conocen mejor el comportamiento y las necesidades del alumnado.  
 El PP tiene una obsesión casi enfermiza con las lenguas, y esperemos 
que en este caso, dado que incluso el Tribunal Constitucional nos ha dado la 
razón, se pueda volver a la situación anterior, que en este caso era la Ley 
orgánica de educación, anterior a la aplicación de la LOMCE.  
 Por tanto, vamos a dar apoyo a este proyecto de ley. 
 Gracias. 
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senador Bagué. 
 Senador Rodríguez Cejas, tiene la palabra. 
 
 El señor RODRÍGUEZ CEJAS: Gracias, señor presidente. 
 Hablar de siete leyes educativas en cuarenta años de democracia se 
podría definir como un verdadero drama educativo; un drama que ha sufrido el 
conjunto de la comunidad educativa, pero muy especialmente el cuerpo 
docente de este país, que lleva cuarenta años al albur de los intereses 
partidistas del Gobierno de turno. 
 Señorías, llegamos a esta sesión con dos antecedentes que resultan 
definitorios para entender lo que estamos debatiendo aquí: por una parte, como 
decía, la deriva de este país en materia legislativa en el ámbito educativo y, por 
otra, la promulgación en 2013 de la que me atrevería a decir que ha sido la 
peor ley educativa de este país, la LOMCE, de la mano del ministro Wert. Y no 
es que lo diga este senador, es que así lo ha manifestado en reiteradas 
ocasiones la propia comunidad educativa, con una amplia y rotunda 
contestación en las calles de este país; lo que todos conocimos y definimos 
muy pronto como la marea verde en defensa de nuestra educación pública. 
 Soy docente, como muchos compañeros y compañeras de esta Cámara, 
y seguramente es por esto por lo que me chirría tanto cuando en las Cortes 
Generales se legisla sin contar apenas con quienes más adelante tendrán que 
aplicar la normativa en las aulas.  
 Como ya he manifestado en reiteradas ocasiones y por diferentes 
motivos, la política debe bajar siempre a la calle. Lo que debatimos aquí debe 
ser el altavoz de lo que la ciudadanía demanda; sin embargo, nos empeñamos 
una y otra vez en iniciar el proceso a la inversa.  
 Hoy se nos presenta en esta sesión una modificación parcial de la 
LOMCE, lo que para mí y para muchos es una derogación de facto de sus 
peores aspectos. Se revierten los fuertes recortes que, en los siete años de 
gobierno de Mariano Rajoy, se aplicaron en la educación de este país. Es 



paradójico, dado que la educación, la sanidad y la atención social se deberían 
considerar como elementos intocables. También consideramos muy positivo 
que se eliminen los itinerarios de la ESO, que se establezcan facilidades para 
la obtención del título de bachillerato o la incorporación de la asignatura de 
valores cívicos y democráticos, tan necesaria en estos tiempos. También nos 
congratula como nacionalistas canarios, cómo no, que se devuelva a las 
comunidades autónomas y a los centros educativos la autonomía que nunca 
debieron perder en esta materia.  
 En definitiva, estamos de acuerdo en que se recuperen las condiciones 
que el sistema educativo tenía antes de la crisis. Aun así, echamos en falta 
muchos aspectos, como una ficha financiera clara con el fin de asumir el 
aumento de horas lectivas porque si analizamos solo la reducción de ratios por 
aula, va a suponer unos 60 millones de euros más.  
 Con todo, entendemos que no es la mejor normativa en educación, pero 
sí supone un remedio circunstancial a la regresión que el sistema educativo de 
este país experimentó con la LOMCE. 
 Finalizo, señor presidente. Votaremos hoy con el deseo de que en este 
país las fuerzas políticas que representan a la ciudadanía sean capaces, de 
una vez por todas, de llegar a un pacto educativo que nos ahorre estos 
vaivenes normativos en una materia tan transcendental. 
 Gracias, señor presidente. 
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senador Rodríguez Cejas. 
 Por el Grupo Parlamentario Vasco, tiene la palabra la senadora 
Iparragirre. 
 
 La señora IPARRAGIRRE BEMPOSTA: Gracias, señor presidente. Muy 
buenas tardes a todas y a todos. 
 Permítanme unos comentarios previos, antes de explicar la posición de 
mi grupo ante el proyecto de ley que hoy debatimos. Quiero aprovechar el 
altavoz que esta tribuna me proporciona para compartir unas reflexiones que 
tienen que ver con el fondo y que ya han comentado otros portavoces 
anteriormente. Es el momento de poner en valor la tarea del profesorado, de 
tantas y de tantos docentes que dedican tantísimas horas a esa labor. 
Deberíamos cuestionarnos cuánto y cómo debemos invertir, puesto que 
hablamos de horas de entrega a esas personitas que serán el futuro, que nos 
sustituirán aquí. Por lo tanto, repito, quiero poner en valor la tarea de tantos 
compañeros y compañeras. Asimismo, quiero recalcar las necesidades para 
desarrollar dignamente y con garantías de calidad su labor. Escatimamos en 
cosas tan interesantes, tan importantes y tan necesarias, y permítanme que les 
diga que derrochamos en otras que a veces sorprenden. En este sentido, en 
muchos debates, tanto aquí como en otros foros, se nos llena la boca al hablar 
sobre educación y sobre prevención. Siempre  hablamos de que es en 
educación o en prevención en donde hay que invertir cuando  hablamos de 
desigualdades, violencia de género, consumos y desarrollo de la Agenda 2030 
porque, de lo contrario, parcheamos, pero no vamos al origen. En este sentido, 
modulando y modificando conductas es como se puede conseguir. Llama la 
atención que cuando hablamos de dinero lo consideramos como un gasto, pero 
en realidad son inversiones porque invertir en educación es lo más grande que 



podríamos hacer. Por tanto, escatimar en recursos que aportan una mejora en 
la calidad de la educación sería incomprensible. 
 Las medidas de carácter excepcional que tomó el Gobierno anterior en 
aras de la estabilidad presupuestaria, como el Real Decreto Ley 14/2012, de 20 
de abril, en concreto en lo que afecta a los docentes de la enseñanza pública 
no universitaria, hicieron que el sector público, en particular el del profesorado, 
tuviera que soportar enormes cargas. 
 En el momento de la convalidación de dicho real decreto, mi grupo ya 
manifestó su desacuerdo, puesto que aquello era algo más que la 
racionalización del gasto; desde nuestro punto de vista no era sino una ley de 
recentralización -como dije el otro día en comisión, señorías del Partido 
Popular- y fue una más de tantas leyes que observamos, que debatimos y que 
presenciamos en esta Cámara. Entonces, en la defensa de nuestro voto 
contrario a la convalidación, decíamos que para nuestro grupo la educación y el 
conocimiento son la base de una sociedad avanzada, es la clave del avance y 
de la competitividad de un país y, desde luego, señorías, en Euskadi 
consideramos que es crucial para una sociedad más justa, solidaria y 
cohesionada. Como ven, guarda mucha relación con un gran número de 
problemas que después tenemos que abordar. 
 Señorías, hemos construido un sistema educativo moderno, que 
funciona, que obtiene buenos resultados, que está avalado y, por eso, como les 
dijimos entonces, no íbamos a permitir que con el real decreto se diera un paso 
atrás, por el esfuerzo que nos había costado a todos y a todos. Entendíamos 
claramente que era un ataque sin precedentes a nuestro autogobierno, que 
poseía, y que posee, competencia exclusiva en educación; un ataque que no 
habíamos conocido anteriormente.  
 En mi ingenuidad, pensaba que ya nada me podía sorprender, pero 
manifiesto que todavía me sorprenden algunas cosas que escucho. Así, 
durante el desarrollo de la tramitación parlamentaria de la ley que estamos 
debatiendo he llegado a escuchar que esto supone que ceden sus 
competencias al arbitrio de lo que decidan las comunidades autónomas. No, 
señorías. No se trata de eso. Lo que hacen es volver a dar a las comunidades 
autónomas y a los centros educativos la autonomía que deben tener porque 
son los competentes. Lo hemos dicho muchas veces. Nosotros queremos que 
se cumpla absolutamente el Estatuto de Gernika y no vamos a tolerar la 
limitación de nuestra capacidad de autogobierno. Decía un senador del Grupo 
Socialista que no era cuestión de poder, era cuestión de cumplir.  
 Y unido a esto, quiero responder a dos senadoras del grupo Popular que 
han intervenido hoy. Senadora González, con el cariño que sabe que le tengo, 
le diré que hay que respetar las competencias. Dice que los docentes quieren 
las mismas condiciones; pues bien, en la vida no se puede tener todo lo que 
uno quiere. Ustedes, que tanto hablan de cumplir la ley sabrán que la ley dice 
que no se puede y establece cómo se tiene que hacer. No es cuestión de 
querer o no querer –y no es porque hablemos de educación y a los niños no 
haya que darles todo lo que piden para que evolucionen y crezcan-, es que 
todo lo que queremos no se puede sino que hay que respetar lo que establezca 
la ley; esa ley a la que ustedes tanto aluden y que en ocasiones olvidan.  
 Por otro lado, senadora Contreras, puesto que me ha emplazado en la 
moción anterior, responderé ahora, ya que me queda un minuto. Decía usted 
—no la veo, pero se lo trasladarán y lo podrá leer en el Diario de Sesiones— 



que era una lástima que no nos hayamos adherido a la transaccional que se 
había firmado en el ámbito de las investigaciones y la universidad. Y me 
preguntaba, ¿no será mejor homogeneizar? Pues no. No. Se lo digo 
clarísimamente, no es mejor homogeneizar. Usted decía que, en vez de que 
nos acoplemos nosotros a ustedes... Pero si nosotros no les hemos pedido que 
se acoplen a nosotros, lo que pedíamos era un reconocimiento de nuestros 
programas, al igual que el resto. No les pedíamos que se acoplaran a nada. 
Pero es que ustedes siempre van a lo mismo: homogeneizar, coordinar bajo su 
concepto, unificar. No. En Euskadi tenemos unas tasas más que conseguidas y 
no queremos unificarnos con alguien que tenga menos. Pero a nadie le 
imponemos lo nuestro. Son bienvenidos a lo que quieran mejorar. Siempre me 
han escuchado decir que hay que aprender de las buenas prácticas de todos, 
pero permítannos que a la baja no queramos ir. Por lo tanto, se lo repito 
clarísimamente: homogenizarnos, no.  
 Hablan de las igualdades y las desigualdades, pero en educación 
estamos siempre hablando de la diversidad y de educar en que cada uno haga 
su propio proceso, íntegro; pues bien, apliquémoslo también aquí. De lo 
contrario, siempre nos quedará cumplir la ley, esa que ustedes tanto cacarean, 
pero que cuando no les interesa no cumplen.  
 Señorías, queremos que se cumpla, absolutamente, el Estatuto de 
Gernika y no vamos a tolerar la limitación en nuestra capacidad de 
autogobierno. 
 Gracias. 
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senadora Iparragirre. 
 Por el Grupo Parlamentario de Esquerra Republicana, tiene la palabra la 
senadora Cortès. 
 
 La señora CORTÈS GÈS: Gracias, presidente. 
 Señorías, hoy debatimos sobre el Proyecto de Ley de mejora de las 
condiciones para el desempeño de la docencia y la enseñanza en el ámbito de 
la educación no universitaria, que nos permite revertir en parte, solo en parte, el 
daño ocasionado por la LOMCE; la maldita LOMCE, esta que impone un 
modelo educativo profundamente ideológico, recentralizador e ignora el 
consenso pedagógico. La maldita ley Wert, la que pretende españolizar a los 
niños catalanes, aquello que populares y ciudadanos llaman adoctrinar. Esto es 
la LOMCE, la ley de adoctrinamiento del Partido Popular. Es urgente y 
necesario reconstruir y reparar todo lo que hemos perdido durante el mandato 
del PP al frente del Gobierno del Estado; reconstruir lo que hemos perdido a 
causa de la crisis económica también y del mal gobierno del Partido Popular; y 
reparar todo aquello que la LOMCE rompió. Revertir y derogar la LOMCE es 
una medida necesaria y Esquerra Republicana siempre ha sido clara en la 
necesidad de la derogación de una ley tan lesiva para el sistema. Ciertamente, 
aunque la propuesta del ministerio no es la que nosotros querríamos y aunque 
tiene carencias importantes, la restauración de daños y la mejora también son 
significativas. 
 Uno de los puntos principales de la reparación tiene que ser, sobre todo, 
la confianza entre administraciones en lo que se refiere al ámbito competencial, 
ya que Cataluña ha sufrido especialmente la ofensiva de la LOMCE para 
acabar con el modelo de escola catalana. Es necesario recuperar la confianza 



en la comunidad educativa y escuchar su voz para regular un tema tan 
importante para nuestro presente y nuestro futuro como es la educación. Es 
preciso reconstruir un modelo educativo inclusivo que garantice la igualdad de 
oportunidades y la equidad educativa. Por eso, es imprescindible destinar 
recursos a la educación -cosa que la LOMCE no hace- y, también, acabar con 
la precariedad laboral de las maestras y los maestros, ya que la educación es 
una cuestión de vital importancia y los recursos que se destinen a ello 
revertirán en enormes beneficios en el futuro.  
 El Gobierno puede contar con el apoyo de Esquerra Republicana en 
todo lo que se refiera a la determinación para derogar la LOMCE y en el 
avance en una educación en valores sociales y con capacidad crítica para 
construir una sociedad del bienestar y del conocimiento libre y próspera, 
contando con todos los actores de la comunidad educativa para llegar a 
amplios consensos. Por eso, es necesario que se tengan en cuenta también las 
líneas fundamentales de Esquerra Republicana: lealtad institucional con el 
modelo de escola catalana y el respeto a la inmersión lingüística -un modelo 
avalado y reconocido por organismos de reconocido prestigio internacional-; 
derogación de la LOMCE; aumento en la inversión educativa y reversión en los 
recortes; y que la educación sea pública, laica y fundamentada en valores 
sociales y de igualdad. Este es solo nuestro punto de partida y entendemos 
que el Gobierno del Estado debe respetar las competencias educativas de 
Cataluña y la LEC, la Ley de educación catalana, que fue aprobada por una 
amplia mayoría de fuerzas políticas. Por eso es tan importante la colaboración 
entre administraciones y tenemos muy claro que la LEC se tiene que volver a 
revisar y repasar porque la sociedad catalana ha cambiado y, por tanto, la 
educación también tiene que cambiar con ella.  
 En cualquier caso, nosotros no permitiremos ya más ataques a la 
escuela catalana, a la escola catalana y no permitiremos más ataques a las 
maestras y a los maestros ni a las familias ni a ninguno de los actores de la 
comunidad educativa que cada día se enfrentan a falsas acusaciones de 
manipulación y de adoctrinamiento por parte del Partido Popular y de 
Ciudadanos. Defendemos y defenderemos una escuela que eduque en valores 
democráticos, que apueste por una formación integral de la persona y su 
capacitación para la convivencia democrática en la pluralidad, como decía 
antes la compañera del Partido Nacionalista Vasco, desde enfoques 
ideológicos que permitan la construcción crítica del conocimiento y la 
autonomía del pensamiento. Nosotros defendemos un modelo de escuela 
integradora, que apueste por la coeducación y que posibilite superar brechas, 
ya sean lingüísticas, económicas, culturales o religiosas.  
 Si es así, si aceptan y respetan el modelo de escola catalana, que es 
nuestro punto de partida, saben que mi grupo parlamentario colaborará en todo 
lo que signifique la reforma y la derogación de la LOMCE. 
 Muchas gracias. (Aplausos).  
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senadora Cortès. 
 Por el Grupo Parlamentario Unidos Podemos−En Comú Podem−En 
Marea, tiene la palabra el senador Arrieta. 
 
 El señor ARRIETA ARRIETA: Gracias, señor presidente. 



 Señorías, todos los grupos parlamentarios han reconocido que el Real 
Decreto Ley 14/2012, de 20 de abril, supuso un cambio importante en las 
condiciones para el desempeño, la docencia y la enseñanza en el ámbito de la 
educación no universitaria.  
 Quizás nuestras diferencias estriban en la valoración que hacemos 
sobre sus consecuencias. A nuestro juicio, este decreto empeoró la calidad de 
la enseñanza, incrementando un 20% las ratios máximas de alumnos y 
alumnas por aula, la jornada lectiva hasta un mínimo de 25 horas en educación 
infantil y primaria, y de 20 horas en las restantes enseñanzas, y también 
supuso que las sustituciones por enfermedad del profesorado se realizaran 
cuando hubieran transcurrido diez días lectivos. 
 Con el mencionado real decreto se pretendía cumplir con la reforma 
constitucional del artículo 135 de la Constitución, modificado en 2011 por el 
Partido Socialista y por el Partido Popular, reforma aprobada –la segunda que 
se hacía- sin contar con el refrendo de la ciudadanía, y que establecía el 
concepto de estabilidad presupuestaria. A consecuencia de ello, las primeras 
medidas que se tomaron consistieron, en el mejor de los casos, en congelar -
pero la mayoría de las veces fue reducir- el presupuesto en los temas más 
básicos, importantes y fundamentales para la ciudadanía: la educación, la 
sanidad o las políticas de dependencia.  
 Las políticas neoliberales propiciaron en esos momentos de crisis 
inyectar 77 000 millones de euros a la banca. Inició este proceso el gobierno de 
José Luis Rodríguez Zapatero, lo continúo Mariano Rajoy, y como todos 
ustedes saben, todavía sigue pendiente su cobro. El Banco de España ya ha 
hablado claro recientemente al respecto, afirmando que el Estado perderá 
60 600 millones, y no es baladí porque esas cantidades serían suficientes para 
volver a llenar la hucha de las pensiones que se ha ido vaciando durante la 
crisis. Habría que hacer un esfuerzo, sacar músculo político y mirar los deseos 
del pueblo porque las entidades financieras, año tras año, tienen beneficios; 
concretamente, en el periodo 2015-2017, los beneficios de la banca han 
ascendido a 35 365 millones de euros. 
 Señorías, venimos de un pasado reciente muy cruel. A nuestro juicio, los 
sucesivos gobiernos del Partido Popular poco han hecho por mejorar la 
situación en nuestras escuelas, no ha sido su prioridad y, así, el programa de 
ajuste neoliberal que emprendieron supuso desarrollar un modelo clasista y 
segregador, que menospreció la potencialidad y las necesidades de la 
enseñanza pública.  
 Es algo objetivo que, en esos años de ajustes presupuestarios brutales, 
nuestro sistema educativo dejó de ingresar 8000 millones de euros, y ello 
repercutió en la inestabilidad de las plantillas de docentes y en la falta de 
medios para conseguir el éxito escolar. Por cierto, me gusta hablar de éxito 
escolar, no de fracaso escolar que, además, es algo muy diferente a lo que se 
entiende por abandono escolar. 
 Señorías, el real decreto al que nos referimos en lo que respecta a la  
jornada lectiva de los docentes, junto a la caída de la tasa de reposición, 
significó la expulsión de cerca de 32 000 docentes, y el retraso de hasta 15 
días en las sustituciones por enfermedad del profesorado ha supuesto la 
pérdida de miles de horas de clases y tutorías para el alumnado.  
 Considerábamos –y consideramos− que el proyecto de ley que nos llegó 
del Congreso suponía mejorar la situación actual y que respondía a las 



peticiones y reivindicaciones del movimiento de la comunidad educativa, de las 
mareas verdes que, aun deseando más, entendían que era un buen punto de 
partida para seguir mejorando. Pero el Grupo Parlamentario Popular, una vez 
más, en lugar de buscar el consenso, el acuerdo con otros grupos 
parlamentarios, se desmarca presentando hoy un proyecto de ley enmendado 
que, a nuestro juicio, desvirtúa el original. El Grupo Popular no acepta que el 
real decreto que mencionamos fuera en detrimento del nivel de la calidad de la 
enseñanza y del desempeño de la docencia, tampoco reconoce que el objetivo 
de estabilidad presupuestaria ha tenido repercusiones negativas en la eficacia 
organizativa de los centros docentes, así como en la calidad de la enseñanza y 
en la atención del alumnado; plantea que el proyecto de ley se aplique a los 
centros sostenidos con fondos públicos, un eufemismo para colarnos a los 
centros concertados y a los privados de pura cepa, y además, en ese afán 
centralizador y a la desesperada para atraer a todo ese espectro de derecha y 
de extrema derecha que hasta ayer cohabitaban en sus filas, plantean 
homogeneizar en materia educativa todo el territorio nacional -que dicen ellos- 
o plurinacional -que decimos nosotros-, en un intento más de vaciar de 
contenido las competencias de las comunidades autónomas. 
 Por ello no apoyaremos este proyecto de ley que desvirtúa lo aprobado 
en el Congreso. Estamos dispuestos a hablar de todo; también del papel de los 
centros concertados en el sistema educativo, y a seguir trabajando y 
presentando iniciativas. 
 Decía la señora González que el eje vertebrador del sistema son los 
docentes, pero a mí me gusta más pensar que el eje vertebrador del sistema es 
la educación pública, y esa educación pública es esa escuela en la que los 
docentes, los alumnos y las familias soñamos la escuela que queremos, cómo 
trabajar para mejorarla y, efectivamente, en ello tienen un papel importante los 
docentes.  
 Son ideas muy claras: la educación pública es el eje vertebrador del 
sistema educativo y, la privada concertada, debe ser subsidiaria; la inclusión es 
la columna vertebral del sistema; queremos que las competencias autonómicas 
se respeten; y hay que trabajar por una ley feminista que ponga al alumnado en 
el centro, que apueste por la educación afectiva, sexual y emocional.  
 Para terminar, les diré que queremos ser los primeros en inversión en 
educación; ser un referente positivo en materia educativa para toda Europa. 
 Eskerrik asko. (Aplausos).  
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senador Arrieta. 
 Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la palabra el senador 
Menacho. 
 
 El señor MENACHO VILLALBA: Gracias, presidente. 
 Señorías, antes de abordar el debate del proyecto de ley, quisiera 
aprovechar para decir unas breves palabras de despedida. En la vida todo 
empieza y todo acaba. Hace 35 años empecé como alcalde de Olvera y hoy 
termino aquí como senador. Quiero aprovechar para agradecer a todo el 
personal de esta Casa, desde el presidente hasta los ujieres, las facilidades 
que me han dado para poder desempeñar mi trabajo como senador. 
 Decía mi gran admirado y leído poeta, Antonio Machado, en unos versos 
que: lleva quien deja y vive el que ha vivido. Yo puedo garantizar que me llevo 



el cariño, la amistad y la comprensión de todos ustedes, porque durante estos 
casi cuatro años he dejado aquí casi todo lo que he podido. Nos hemos 
peleado, hemos discutido, pero siempre les llevaré donde quiera que vaya, y 
sepan que la provincia de Cádiz es un sitio maravilloso y que allí van a tener 
siempre a una persona −mi teléfono sigue siendo el mismo− para 
acompañarles y enseñarles todo. Que les vaya bien. (Aplausos). 
La ley que traemos hoy aquí a debate es muy breve en su articulado, ya que 
tiene un artículo único, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales. 
A pesar de su brevedad en cuanto a la extensión del texto, hay que decir que 
es una ley muy amplia en cuanto al contenido. 
 Yo, como docente, siento que hay una falta de respeto tanto por parte 
del representante de Ciudadanos como del Partido Popular que han dicho que 
es una ley de fuegos de artificio y que es un título pomposo. ¿Es pomposidad 
un proyecto de ley que pretende la mejora de las condiciones para el 
desempeño de la docencia y la enseñanza en el ámbito de la educación no 
universitaria? ¿Eso es pomposidad? Que se lo pregunten a los cientos y 
cientos de maestros y maestras, profesores y profesoras de instituto que todos 
los días desempeñan su labor. Aquí confundimos varias cosas. Primero hay 
que ver cuál es el objetivo de esta ley, porque esto no es un cajón de sastre 
para venir aquí a hablar de la carrera docente o para venir a hablar de los 
interinos o para venir a hablar de cualquier cosa que se nos ocurra sobre 
educación. Esto viene muy limitado. Los demás temas tendrán cabida en esta 
misma Cámara −aunque yo no voy a tener la oportunidad de discutirlo, pero 
vosotros y vosotras sí− y vais a poder debatir sobre el proyecto de ley que el 
Gobierno va a enviar la semana que viene al Congreso de los Diputados para 
modificar la peor ley de educación con la que todo el mundo está en contra, 
que es la LOMCE, donde se hablará de todo eso. Pero esto tiene un único 
objetivo y es derogar el Real Decreto 14/2012, de 20 de abril, el decreto que 
más daño ha hecho a la educación pública. Fíjense bien, a los cuatro meses de 
que el Gobierno del señor Rajoy tomara posesión, se adoptó la primera medida 
que fue este decreto, que ha supuesto que más de 30 000 profesores y 
profesoras fueran a la calle. 
 Yo aquí no me sonrojo porque uno tiene ya muchos años, pero que 
venga ahora la representante del Partido Popular a hablar de Castilla−La 
Mancha cuando es el paradigma de la época de Cospedal en salud y sobre 
todo en educación con más de 6000 profesores fuera y todos los centros 
cerrados y escuelas rurales cerradas... ¿Y ustedes van a venir de Castilla−La 
Mancha aquí, hombre? Miren un poquito lo que han hecho aquí ya que tanto 
hablan de la herencia recibida. (Rumores en los escaños del Grupo 
Parlamentario Popular).  
 
 El señor PRESIDENTE: Guarden silencio. 
 
 El señor MENACHO VILLALBA: Aquí estamos hablando de un real 
decreto que utilizó el Partido Popular como una engañifa alegando la coyuntura 
económica de aquel momento. Es verdad, estábamos en época de crisis, pero 
esa fue la excusa para deteriorar la educación pública y al final, cuando todo el 
mundo viera que la educación estaba muy mal, traer una nueva ley que iba a 
salvar el país, que fue la LOMCE. Ese fue el artificio. Fíjense bien, yo mismo, 
aquí en esta Cámara, he presentado interpelaciones, preguntas y mociones 



para que se revirtiera o se eliminara este real decreto. ¿Y qué ha pasado? Que 
desde 2016, 2017 y 2018 el producto interior bruto de España estaba por 
encima del año 2011 cuando se tomaron estas medidas. Por lo tanto, la 
situación económica es una excusa y, sin embargo, no se ha querido revertir. 
Se ha seguido ahí porque, como digo, el objetivo no era la coyuntura 
económica, sino un hachazo a la educación pública. 
 ¿Qué es lo que pretende esta ley que elimina el real decreto? Primero -y 
se ha explicado aquí varias veces-, aumentar un 20% la ratio por alumno. Aquí 
se dicen medias verdades. Es verdad que a partir de 2016 el decreto decía que 
tenía que haber una tasa de reposición del profesorado por debajo del 50% y 
es verdad que desde 2016, 2017 y 2018 la tasa ha estado por encima, pero 
eso no quiere decir que no esté en vigor. Para que este real decreto deje de 
estar en vigor tiene que ser mediante una ley como ahora se da. Es verdad que 
hay muchos menos alumnos en clase, porque hay menos niños, pero la misma 
representante del Partido Popular decía que hay comunidades –usted es de 
Castilla−La Mancha− donde todavía hay más niños de la cuenta, porque 
todavía no es ley, no está eliminado –ahora, una vez aprobado, sí−, luego 
todavía está vigor. 
 Segundo, horario lectivo del profesorado. No estamos hablando de que 
el profesorado trabaje menos, el profesorado tiene las mismas horas, lo que 
decimos es que el profesor tenía un horario lectivo de 18 horas y el resto para 
formación, para coordinación, para investigación, y ahora se le ponen como 
mínimo 20 horas, lo que implicaba que el profesorado dejaba de formarse 
¿Qué traemos nosotros? Nosotros queremos que se vuelva a 2011. Tanto 
Ciudadanos como el Partido Popular a partir de mañana tendrán un nuevo 
compañero más, de Vox, con el que podrán discutir a ver quién llega antes a 
recentralizar el Estado. Tengan en cuenta una cosa, aquí estamos hablando de 
autogobierno, de ley, y no sé si ustedes saben –lo deben saber− que hasta 
2011 el horario lectivo de todos los profesores de España –Castilla−La 
Mancha, Andalucía, todos− lo fijaban las comunidades autónomas. ¿Por qué 
ahora queremos que sea uniforme y lo fije el Estado? Queremos volver a 2011, 
ya que estamos revirtiendo un real decreto. Yo he escuchado decir aquí al 
señor Crisol que esto no tiene sentido, que está en vigor. Usted vive en otro 
mundo. Dígame una única comunidad, que no sea Andalucía, donde este año 
tiene 18 horas todo el profesorado. Dígame una única comunidad en la que el 
profesorado trabaje 18 horas en secundaria, dígame una, pero yendo a los 
centros, no me diga que lo ha leído. No. Esa es la realidad, que todo el mundo 
tiene más de 20 horas, menos en Andalucía. Estamos hablado de autogobierno 
y de lo que había antes. En Andalucía hubo que despedir a 4500 profesores 
por el tema del horario y una vez que se ha repuesto este año, se han 
contratado 6504 profesores, 500 profesores más con menos alumnos. 
 Tercero, sustituciones. Aquí también se dice que eso no tiene sentido. 
¿Ustedes van a los colegios? En los colegios todavía no se sustituye a los 
maestros y a las maestras. Dice que en los Presupuestos Generales del Estado 
de 2016 se introdujo una mejora. Es verdad, cuando solamente hay una 
unidad, cuando hay niños con necesidades educativas especiales o de apoyo 
educativo, cuando hay segundo de bachiller o por permiso de paternidad, pero 
eso no llega ni a la tercera parte de los centros. Si un profesor o maestro se 
pone malo, tardan quince días en sustituirlo y lo tienen que suplir mediante los 
profesores de apoyo. Esa es la realidad. Lo que estamos pidiendo es que, a 



partir de ahora, se sustituyan. Esta ley tiene dos periodos de aplicación. Una, la 
ratio y el horario del profesorado, que no entrará en vigor hasta 2019−2020, 
porque los cursos están formados ¿y cómo le vamos a decir a un centro que si 
tiene 27 alumnos ahora tendrá 25? 
 
 El señor PRESIDENTE: Vaya terminando, señoría. 
 
 El señor MENACHO VILLALBA: Termino inmediatamente. 
 ¿Qué hace? ¿Se ponen menos grupos a mitad de curso? Por eso, 
entrará en vigor a partir de 2019−2020. Y las sustituciones sí serán inmediatas, 
en el momento en que se apruebe esta ley, al día siguiente.  
 Por lo tanto, señorías, estamos hablando de un proyecto de ley que 
persigue la calidad en la educación y, sobre todo, la generación de empleo, 
algo que rompió el Partido Popular con el Real Decreto 14/2012, de 20 de abril, 
y que lo empeoró con la LOMCE. 
 Muchas gracias. (Aplausos).  
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senador Menacho. 
 Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra la senadora 
Martínez. 
 
 La señora MARTÍNEZ GONZÁLEZ: Gracias, presidente. Señorías, 
buenas tardes. Aprovecho este turno para agradecerle sus palabras de 
despedida, senador Menacho. 
 El Gobierno trae a este Pleno un proyecto de ley y quien no pertenezca 
al ámbito de la docencia pudiera pensar que contiene verdaderas medidas de 
mejora. Desde luego que no. Algo muy lejos de la realidad. En esto coincido 
con el senador Crisol y su compañero, que ya lo dijo también en el Congreso 
de los Diputados. Mi grupo considera que no es más que el reflejo de la 
escenificación y el postureo de un presidente, el doctor Sánchez, 
acostumbrado a la política de gestos y a ponerse medallas que no le 
corresponden. Y le voy a poner un ejemplo. Fue aquí, en el Senado, donde nos 
quedamos perplejos al oírle anunciar como propia la subida salarial de los 
funcionarios para 2019. Porque, señorías, tenemos un gobierno del colorín, sin 
iniciativa ni propuesta propia y, lo que es peor, un presidente que se limita a 
dejarse manejar por los que le mantienen en el sillón y en su constante viajar 
por el mundo. Ustedes no traen aquí ninguna mejora demandada por los 
docentes, únicamente vienen a este Pleno a vender la derogación de unas 
medidas que prácticamente no estaban ya en vigor. Los docentes, entre los 
que yo también me encuentro, no merecen esta impostura y seguramente 
muchos de ustedes, que me consta que también son docentes, se sentirán 
decepcionados; usted mismo lo ha dicho, senador Rodríguez Cejas: nosotros 
también estamos decepcionados. ¿Y por qué digo esto? Pues porque una cosa 
es el título y otra el contenido, que desde luego no van acordes. 
 Ustedes, señorías del Grupo Socialista, saben que han usado este 
proyecto, en primer lugar, para exponer en el preámbulo el argumentario de un 
partido político, el suyo, señorías del Grupo Socialista, haciendo valoraciones 
subjetivas, lo nunca visto; y además -y esto lo han convertido en una 
costumbre, porque también lo han hecho en el preámbulo del anteproyecto de 
ley-, de una forma descarada, sectaria, tipo panfleto, eso que tanto les gusta. Y 



no me cansaré de recordarles a varios senadores de varios grupos que el Real 
Decreto Ley 14/2012 no fue un capricho, senador Rodríguez Cejas -en 
concreto se lo digo a usted-, fue una necesidad para poder arreglar el 
desaguisado con el que nos encontramos y que a usted, senador Arrieta, 
parece que se le olvida, consecuencia de las políticas económicas socialistas 
nefastas, que en realidad son las que más daño le han hecho a la educación 
pública y a las que por desgracia estamos volviendo. No creo que ustedes, 
senadores del Grupo Socialista, tengan la memoria tan corta como para olvidar 
lo que ocurrió en el 2011: sus planes E, su negación de la crisis, sus brotes 
verdes y el famoso crecimiento negativo. 
 En segundo lugar, ustedes han utilizado también este proyecto para 
darse una de autobombo y de buenismo con medallas incluidas, porque 
medidas que ustedes califican como nuevas y como propias no lo son, y si por 
ejemplo ahora se puede abordar la rebaja de la jornada lectiva es porque el 
Gobierno de Mariano Rajoy firmó un acuerdo en marzo de 2018 con los 
sindicatos que permitía rebajar el horario laboral de los funcionarios, así que 
medallas, las justas. No sé a quién pretenden engañar, desde luego a los 
docentes no los engañan. La mayoría de estas propuestas que intentan 
vendernos están ya derogadas y además se están aplicando en la mayoría de 
las comunidades autónomas desde hace tiempo, salvo en algunas como 
Castilla−La Mancha, senadora Lima -y se lo ha recordado mi compañera la 
senadora González-, donde por casualidad gobierna el Partido Socialista con la 
inestimable ayuda de Podemos, donde se permiten el lujo de saltarse a la 
torera la normativa estatal sobre ratios. Y algo más grave, es que incluso se 
niegan a negociar con los sindicatos cuando les piden mejorar las condiciones 
laborales del profesorado y el consejero de Hacienda les dice a los sindicatos 
que les piden la luna. Y una cosa también voy a recordar: el único que ha 
cerrado colegios en la historia de Castilla−La Mancha ha sido Page, y voy a 
poner el ejemplo de Ciudad Real, donde ha cerrado uno de ellos en la capital, y 
estoy hablando de colegios. Esto es el gran ejemplo de la coherencia socialista 
comunista. Y por último, y no menos importante, lo utilizan para hacer dejación 
de funciones y concesiones a sus socios de Gobierno. Esto se llama sumisión 
del doctor Sánchez y además a conciencia, porque esto es lo que le han 
pedido sus socios de Gobierno nacionalistas e independentistas. Y resulta 
curioso escuchar aquí al senador Bagué hablar de respeto a la legalidad, 
además de gastar su turno hablando de la lengua en vez de las condiciones 
laborales del profesorado, así como a la senadora de Esquerra, que utiliza 
siempre el mismo argumentario, independientemente de lo que se hable. 
 ¿Y qué hemos hecho el Grupo Popular con este proyecto? Pues lo 
primero que hemos hecho ha sido mejorar el texto, porque estamos 
convencidos de que lo que debe hacer el Gobierno de todos los españoles es 
garantizar que no haya profesores de primera y de segunda en función de la 
comunidad autónoma donde trabajen. Si el Estado es el que tiene esta 
competencia -y le recuerdo a la senadora Iparragirre que estamos hablando de 
la normativa básica y lo que queremos es que se cumpla la Constitución 
española-, ¿por qué hacen ustedes dejación de funciones y abandonan a su 
suerte a los docentes? Si queremos que no haya discriminación, debe ser el 
Estado el que establezca la jornada lectiva máxima del profesorado. Hasta el 
sindicato UGT les recrimina, senadores del Partido Socialista, que dejen este 
tema en manos de las comunidades autónomas, y el CSIF también les solicita 



que asuman su responsabilidad y eviten diferencias educativas entre 
comunidades autónomas, porque no queremos que haya diecisiete sistemas 
educativos, ni tampoco diecisiete cuerpos docentes diferentes. 
 Y en segundo lugar, hemos sido mucho más ambiciosos mejorando el 
texto, ya que nosotros no recomendamos a las comunidades cuál debe ser el 
horario de los docentes, sino que lo establecemos con carácter general, para 
que el profesor de Madrid tenga la misma jornada que el de Andalucía o el de 
Cataluña. Y, senador Arrieta, no nos desmarcamos, hacemos lo mismo que 
dijimos en el Congreso, porque el profesorado es la piedra angular del sistema 
educativo español, y como tal, debemos reconocerlo y valorarlo. Y en esto 
coincido con la senadora Iparragirre. 
 He visto en este debate mucha sumisión y poca aspiración por parte del 
resto de grupos parlamentarios, lo que me ha decepcionado. ¿Y sabe una 
cosa, senador Menacho? Mejorar las condiciones del profesorado es 
establecer un estatuto docente donde se refleje una carrera profesional clara, 
se concrete la forma de acceso a la función pública y se marque la necesaria 
formación inicial y continua para tener los mejores profesionales en nuestras 
aulas. Llevan ustedes ocho meses de desgobierno y de cesiones. Solo han ido 
asumiendo como propias las medidas que estableció el Gobierno del Partido 
Popular para mejorar la vida de los españoles. Y en las últimas horas hemos 
conocido la última rendición al independentismo y la traición de este Gobierno a 
España. 
 Han tenido ustedes la oportunidad de dar respuesta al mandato de los 
españoles para que nos pongamos de acuerdo en un pacto de Estado político y 
social por la educación que se plasme en una ley. Sin embargo, ustedes hoy 
aquí se desmarcan con este proyecto, que más parece un documentillo y un 
anteproyecto de ley antiguo, desfasado y repleto de concesiones, donde se da 
más valor a las competencias educativas de las comunidades autónomas que a 
las del alumnado y donde poco importa lo que verdaderamente tiene que 
importar, que es apostar por un sistema educativo de calidad que forme a 
nuestros jóvenes para dar respuesta al mundo global en el que vivimos y para 
que España sea un país repleto de oportunidades y de futuro. 
 Muchas gracias. (Aplausos). 
 
 El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senadora Martínez. 
 


